El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.
Mónica Bibiana Hurtado Mejía Vs Banco Popular S.A. Rad. 66001-31-05-003-2015-00542-01
Mónica Bibiana Hurtado Mejía Vs Banco Popular S.A. Rad. 66001-31-05-003-2015-00542-01

Providencia:                              
Sentencia de 31 de enero de 2018
Radicación Nro. :


66001-31-05-003-2015-00542-01
Proceso:


Ordinario Laboral  

Demandante:


Mónica Bibiana Hurtado Mejía 
Demandado:                            
Banco Popular S.A.                      

Juzgado de origen:

Juzgado Tercero Laboral del Circuito 
Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Tema:



UNIDAD CONTRACTUAL / IGUALDAD SALARIAL Y ENCARGOS / PRESCRIPCIÓN / DECLARAR PROBADAS LAS EXCEPCIONES DE INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS Y COBRO DE LO NO DEBIDO / NO EXISTIÓ DESPIDO INJUSTO - Cuando una relación laboral se presenta regida por diferentes contratos entre los cuales no ha existido solución de continuidad o, de haber existido, esta ha sido por periodos insignificantes, es posible declarar que en realidad entre las partes,  ha existido un único vínculo y no tantos como la multiplicidad de contratos pareciera indicarlo. Así se infiere de providencias de la Sala de Casación Laboral como la de 30 de agosto de 2017, radicada bajo el No. 50565.

Ahora, sin que sea un regla general y con la concepción de que cada caso en concreto amerita su propio análisis, de manera prudente se puede decir que por insignificantes deben entenderse periodos manifiestamente cortos, esto es, inferiores a 5 días ó, siendo laxos en la concepción, de no más de 15 días en relaciones verdaderamente largas, como también ha tenido oportunidad de señalarlo la Corte.

De allí que si, frente a varias vinculaciones laborales se presentan esta breves rupturas, puede declararse la unidad contractual pero si no es así, cada contrato mantendrá su identidad e independencia.
(…)
Como su nombre lo indica, los encargos consisten en la posibilidad que tiene el empleador, con base en la figura del jus variandi, para determinar que un puesto que se encuentra en vacancia temporal sea cubierto por uno de los trabajadores que desempeña empleo diferente, mientras los motivos que originan dicha vacancia se solucionan. La clave para la comprensión de la figura es la temporalidad de la vacancia del empleo que se encarga, de allí que en el sector público existan normas precisas sobre la imposibilidad de que el mismo dure por más de un número de días previamente determinado. 

El Código sustantivo del trabajo nada tiene previsto al respecto, por lo que la aplicación de la figura corresponde al ámbito de la voluntad del empleador para cubrir la vacante temporal que se le presenta y, en oportunidades especiales, al acuerdo a que llegue con la persona que designa, en orden a determinar las condiciones, sobre todo salariales, en que el habrá de prestarse el servicio. Se sostiene lo anterior por cuanto si bien, pudiera parecer que es totalmente potestativo del empleador obtener la colaboración que requiere con uno de sus servidores, lo cierto es que al designado le asiste la protección prevista en el numeral 7 del literal B del artículo 62 del C.S.T. para, de ser el caso, negarse a cumplir el encargo y ponerle fin al contrato con justa causa.  

La falta de reglamentación legal sobre el tema del encargo y los conflictos que puede generar conlleva a que las empresas reglamenten por si mismas o negocien con sus trabajadores -sindicalizados o no- los periodos de duración de las vacancias temporales que lo genera y la manera de remunerar los servicios prestados durante estas, evento en el cual, son esas regulaciones las que deberán tenerse en cuenta para solucionar las diferencias que se presenten.

La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia al analizar un asunto donde el empleador dispuso un encargo sin asignar al trabajador el salario del empleo encargado, explicó cual es el alcance en estos eventos del principio de igualdad salarial. En efecto, en la sentencia radicada con

(…)

No cabe duda entonces que en el Banco Popular ha existido una reglamentación, suficientemente conocida por los trabajadores, para el cubrimiento de las vacantes temporales que se produjeran en la entidad. Tampoco causa dubitación que la señora Mónica Bibiana Hurtado aceptó cubrir las vacantes temporales que se generaran como Jefe de División Administrativo y de Personal de la Oficina de Pereira y que por lo menos desde el año 2008 –que fue su primer encargo- era conocedora de la remuneración que mediante bonificación le significaba el desempeño del encargo, misma respecto de la cual no tuvo reparo; siendo preciso resaltar que esa reglamentación interna del encargo y su remuneración es la que correspondía al Banco respetar y –en los términos de la sentencia de la Corte- atrás señalada, es la que debe tenerse en cuenta como parámetro de equivalencia o comparación para procurar el respeto del principio “a trabajo igual salario igual”.
(…)

Pero adicionalmente téngase en cuenta que como quiera que al contestar el hecho 12 de la demanda el Banco sostuvo que a la actora se la postuló el 9 de enero de 2013 para desempeñar el cargo de Gerente de la oficina de Dosquebradas y que ella no aceptó, al preguntársele por los motivos que tuvo para esa negativa, en el interrogatorio de parte ella confesó que no lo había aceptado  porque también se trataba de un encargo y al averiguar por el salario le habían informado que seguiría percibiendo el de asesora comercial sin recibir la bonificación del 50% entre la diferencia de las asignaciones de ambos cargos, como sucedía cuando la encargaban como Jefe de División, razón por la que prefirió declinar el ofrecimiento. Circunstancia que impone a la Sala dos razones de peso para negar la nivelación salarial: i) Era totalmente potestativo de la trabajadora aceptar o no los encargos que le eran ofrecidos y ii) Para la aceptación o no del desempeño de los encargos, el parámetro que ella tenía en cuenta, era la existencia u ofrecimiento de la bonificación del 50% de la diferencia entre el salario de su puesto y el del cargo a ocupar.

Quedando claro entonces que el Banco Popular cumplió correctamente con el pago del salario de la trabajadora y que no se encontraba en la obligación de pagar mayor valor al reconocido por el ejercicio del cargo de Jefe de División Administrativo y de personal de la oficina de Pereira, obviamente tampoco le asiste el derecho a la indemnización por despido indirecto, no solo por lo hasta aquí dicho, sino también porque no tuvo en cuenta la a-quo para fulminar tal condena que, aun en el evento que hubiera existido el derecho al pago de la diferencia salarial, ello por si solo no hubiera justificado la terminación del contrato de trabajo por causa imputable al empleador, pues las partes estuvieron de acuerdo en la asignación salarial en vigencia del contrato, sin que la misma pudiera tildarse de una imposición del empleador, quien sólo vino a enterarse de la inconformidad de la trabajadora con relación al tema al recibir su carta de terminación. 

No existiendo el derecho al pago de la diferencia salarial reclamada y por ende tampoco el derecho a la indemnización por terminación injusta por sustracción de materia no hay lugar a estudiar las inconformidades de la actora, pues ellas parten del previo reconocimiento del mayor valor dejado de pagar, sin que tampoco tenga ninguna incidencia monetaria el reconocimiento que aquí se hace de la existencia del contrato de trabajo desde el 1 de marzo de 2004, toda vez que ello solo podría incidir sobre el monto de la indemnización por despido injusto que aquí también se ha negado.
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Hoy, treinta y uno de enero de dos mil dieciocho, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por demandante y demandada en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 13 de julio de 2017, dentro del proceso promovido por la señora MÓNICA BIBIANA HURTADO MEJÍA en contra del BANCO POPULAR S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00542-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Para lo que en estricto sentido se requiere para resolver los recursos de apelación propuestos, a título de antecedentes baste decir que asegurando haber laborado para la entidad demandada desde el 9 de junio de 1999, inicialmente por intermedio de la EST ACCIÓN S.A. y a partir de 27 de diciembre de 2004 con relación laboral directa y afiliación al sindicato UNEB, la señora Mónica Bibiana Hurtado demandó al Banco Popular S.A. para que se declare que, si bien fungía como Asesora Comercial 1, desde el 2 de enero de 2008 hasta el 11 de diciembre de 2013 fue encargada, con las mismas funciones que el titular, en múltiples ocasiones del desempeño del cargo de mayor responsabilidad de Jefe de División Administrativo y de personal de la oficina de Pereira, a pesar de lo cual en esas oportunidades solo recibió como asignación adicional a su salario el 50% de la diferencia entre las remuneraciones previstas para ambos cargos, situación que la llevó a dar por terminado unilateralmente el contrato por causa imputable al empleador al entender que producto de ello sufría un evidente detrimento patrimonial. En consecuencia, como condenas solicita el pago de las diferencias salariales a que se ha hecho referencia y la indemnización convencional por terminación unilateral del contrato de trabajo con indexación y costas.
El BANCO POPULAR S.A. –fls.295 a 305- se opuso a las pretensiones explicando que la relación laboral inició el 27 de diciembre de 2004 pues con anterioridad la demandante solo tenía la condición de trabajadora en misión, mientras que durante los 32 encargos que se le hicieron se canceló el valor que correspondía de conformidad con la reglamentación interna, por los que considera que no le asistía razón en los motivos que adujo para la terminación del contrato. Propuso las excepciones de prescripción, cobro de lo no debido, inexistencia de las obligaciones demandadas y compensación. Sin que, como se verá más adelante, tenga ninguna incidencia en lo que habrá de resolverse, como previa presentó la de falta de integración del contradictorio al considerar que debía ser vinculada la EST ACCIÓN S.A., finalmente llamó en garantía a la COMPAÑÍA DE SEGUROS DE FIANZAS S.A. y a SEGUROS DEL ESTADO S.A.  
En sentencia de 13 de julio de 2017, la Juez declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el 9 de junio de 1999 y el 30 de enero de 2014, finalizado por causa imputable al BANCO POPULAR S.A. quien adicionalmente dejó de pagar el salario que correspondía al puesto que la demandante ocupó en encargo, en virtud de lo cual condenó al pago indexado de las sumas adeudadas, la reliquidación de prestaciones, la indemnización por despido injusto y el reajuste de la base de cotización al sistema general de pensiones. Declaró probada parcialmente la excepción de prescripción, exoneró de responsabilidad a las llamadas en garantía y también a ACCIÓN S.A a quien había vinculado de manera oficiosa. Por último, condenó en costas a la demandada. 

Para decidir de esta manera consideró que Acción S.A. había actuado como simple intermediaria pues la labor desempeñada por la trabajadora no tenía carácter temporal lo que permitía declarar la existencia del contrato desde el 9 de junio de 1999. De otro lado, en cuanto a la nivelación salarial, expuso que nuestra legislación tiene consagrado el principio de igualdad salarial y por ello, ocupado un cargo de mayor jerarquía, independientemente de que sea en encargo, el trabajador tiene derecho a la percepción del salario total previsto para esa posición, a menos que se alegue y pruebe que las condiciones de idoneidad y eficiencia no son las mismas. En cuanto a la prescripción consideró  que como la demanda fue presentada el 6 de octubre de 2015 todos los salarios dejados de percibir con anterioridad al 6 de octubre fueron afectados por tal fenómeno. Con fundamento en las facultades extra y ultra petita dispuso el pago de aportes a pensión por tratarse de un derecho mínimo e irrenunciable. En cuanto a la terminación por justa causa consideró inaceptable la comunicación del Banco Popular de febrero 6 de 2014 en la que señala que no acepta los términos de la renuncia presentada por la trabajadora el 30 de enero y procede a dar por terminado el contrato. De allí que estando probado que esta no se encontraba percibiendo el salario total del puesto en que estaba encargada el Banco incurrió en la causal alegada por ella en su carta de terminación y por ende lo condenó al pago de la indemnización convencional, teniendo en cuenta 14 años, 7  meses  y 21 días.
Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación respecto a la prescripción de julio del año 2012 (nada contradice sobre esto), pero los valores no fueron correctamente liquidados como asesora administrativa de personal porque no comprenden el salario integral de la trabajadora pues la liquidación se hace con salarios básicos que se acompañaron a la demanda pero no se tuvo en cuenta que muchas de esas sumas contienen una incidencia salarial al interior del banco.

En cuanto a la liquidación de la indemnización por despido injusto según la convención se debe hacer no solo con el valor del salario básico sino con todo el componente salarial que tenían las vacaciones y cesantías.

Considera que el despacho, en vista de que accedió a declarar la existencia del contrato desde el 9 de junio de 1999, debió utilizar las facultades exta y ultra petita para ordenar la reliquidación del contrato realizada por el Banco.

La parte demandada, se manifiesta inconforme con la declaración de existencia del contrato desde el 9 de junio de 1999 pues en su criterio se obró con fundamento en contrato comercial celebrado de buena fe entre el Banco y la sociedad Acción S.A., remitiendo su defensa a las razones expuestas en la contestación de la demanda. En cuanto a la terminación del contrato considera que no puede reconocerse la justa causa, pues la trabajadora solo a última hora estuvo en desacuerdo con la remuneración que se le pagaba durante el tiempo de los encargos, por lo que al no haber reclamado en ningún momento previo, se podía deducir que estaba conforme con el salario que se le cancelaba. En cuanto a los demás puntos de la sentencia, de manera genérica, pide su revocación pero sin exponer ninguna razón.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos, sobre los precisos puntos que puntualizaron al presentar su recurso, pues no es momento para presentar discrepancias diversas.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Frente a la excepción de prescripción oportunamente propuesta y declarada parcialmente, puede reconocerse un único contrato desde el 9 de junio de 1999?
¿Se desconoció por parte del Banco Popular el principio de igualdad salarial?

¿Existió justa causa de terminación del contrato de trabajo por parte de la trabajadora?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

EL FENÓMENO DE LA PRESCRIPCIÓN
Señala el artículo 151 del C.P.T. y de la S.S. que las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible.

A renglón seguido, el mencionado precepto legal determina que el simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el empleador, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero solo por un lapso igual.

UNIDAD CONTRACTUAL
Cuando una relación laboral se presenta regida por diferentes contratos entre los cuales no ha existido solución de continuidad o, de haber existido, esta ha sido por periodos insignificantes, es posible declarar que en realidad entre las partes,  ha existido un único vínculo y no tantos como la multiplicidad de contratos pareciera indicarlo. Así se infiere de providencias de la Sala de Casación Laboral como la de 30 de agosto de 2017, radicada bajo el No. 50565.

Ahora, sin que sea un regla general y con la concepción de que cada caso en concreto amerita su propio análisis, de manera prudente se puede decir que por insignificantes deben entenderse periodos manifiestamente cortos, esto es, inferiores a 5 días ó, siendo laxos en la concepción, de no más de 15 días en relaciones verdaderamente largas, como también ha tenido oportunidad de señalarlo la Corte.
De allí que si, frente a varias vinculaciones laborales se presentan esta breves rupturas, puede declararse la unidad contractual pero si no es así, cada contrato mantendrá su identidad e independencia.

LOS ENCARGOS Y SU REMUNERACIÓN
Como su nombre lo indica, los encargos consisten en la posibilidad que tiene el empleador, con base en la figura del jus variandi, para determinar que un puesto que se encuentra en vacancia temporal sea cubierto por uno de los trabajadores que desempeña empleo diferente, mientras los motivos que originan dicha vacancia se solucionan. La clave para la comprensión de la figura es la temporalidad de la vacancia del empleo que se encarga, de allí que en el sector público existan normas precisas sobre la imposibilidad de que el mismo dure por más de un número de días previamente determinado. 
El Código sustantivo del trabajo nada tiene previsto al respecto, por lo que la aplicación de la figura corresponde al ámbito de la voluntad del empleador para cubrir la vacante temporal que se le presenta y, en oportunidades especiales, al acuerdo a que llegue con la persona que designa, en orden a determinar las condiciones, sobre todo salariales, en que el habrá de prestarse el servicio. Se sostiene lo anterior por cuanto si bien, pudiera parecer que es totalmente potestativo del empleador obtener la colaboración que requiere con uno de sus servidores, lo cierto es que al designado le asiste la protección prevista en el numeral 7 del literal B del artículo 62 del C.S.T. para, de ser el caso, negarse a cumplir el encargo y ponerle fin al contrato con justa causa.  
La falta de reglamentación legal sobre el tema del encargo y los conflictos que puede generar conlleva a que las empresas reglamenten por si mismas o negocien con sus trabajadores -sindicalizados o no- los periodos de duración de las vacancias temporales que lo genera y la manera de remunerar los servicios prestados durante estas, evento en el cual, son esas regulaciones las que deberán tenerse en cuenta para solucionar las diferencias que se presenten.
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia al analizar un asunto donde el empleador dispuso un encargo sin asignar al trabajador el salario del empleo encargado, explicó cual es el alcance en estos eventos del principio de igualdad salarial. En efecto, en la sentencia radicada con el No. 42939 de 5 de febrero de 2014, ponencia del Dr. Jorge Mauricio Burgos Ruiz, dijo:

“De acuerdo con lo antes dicho, resultan razonables las consideraciones del ad quem sobre que, como el empleador (en la documental de folio 20) al asignar la nueva función, no ofreció salario alguno al trabajador, aquel no tenía obligación de hacer pago adicional, porque ello no lo decía el contrato, y no existía convención o reglamento que consagrara dicho derecho por el encargo encomendado; al igual la que estimó que tampoco al demandante se le había afectado o desmejorado el salario que venía devengando que era superior al mínimo legal. 
(…)

En ese orden de ideas, al no haberse demostrado que el empleador se comprometió a pagar un salario mayor cuando hizo la nominación en encargo, como fue lo que sucedió en el sublite, como tampoco que la empresa tuviere un determinado salario para los encargos, no se equivocó el ad quem al no referirse al principio de a trabajo de igual valor, salario igual, reconocido en el artículo 143 del CST, en desarrollo del principio constitucional de igualdad de oportunidades en el empleo, artículos 13 y 53, pues faltó un elemento de comparación.

EL CASO CONCRETO
Por razones de método se estudiará primero el recurso de apelación de la demandada.

Debe recordarse que ella aspira a que se revoquen todos los puntos de la sentencia a excepción de aquel que declaró probada parcialmente la excepción de prescripción. Y en pos de obtener tal propósito señaló dos motivos específicos: i) Que el contrato entre el Banco y Acción S.A. fue celebrado con plena convicción de buena fe de allí que la actora se desempeñó como trabajadora en misión en el periodo comprendido entre el 9 de junio de 1999 y el 26 de diciembre de 2004 y ii) Que no hay lugar a la condena al pago de la indemnización por despido injusto.
Sobre el primer punto debe decirse que con las certificaciones a folios 34 y 35 se prueba la vinculación que tuvo la actora con el Banco Popular por intermedio de acción S.A. como trabajadora en misión, mismos que además encuentran respaldo en los contratos comerciales celebrados entre estas dos entidades y que se ven a folios 418 a 440. Sin embargo, como se alega en la demanda (fl 10) que su vinculación fue directa con el Banco pues abusó de la figura de la contratación temporal incumpliendo flagrantemente el artículo 77 de la ley 50 de 1990, correspondía a la demandada acreditar que, en cada una de las oportunidades que se acudió a la contratación temporal de la actora ello se debió a alguna de las razones que permite el artículo en mención. Al respecto, en el expediente no existe documento que acredite tal situación, pues si bien la representante legal sostuvo que  las contrataciones se dieron para cubrir ausentismos temporales por vacaciones y situaciones análogas, lo cierto es que ninguna otra prueba corroboró ese dicho. 
Es por lo anterior que la Sala comparte el criterio de la a-quo en el sentido de que no fue utilizada correctamente la contratación temporal por parte del Banco Popular, pues las vinculaciones realizadas a la señora Mónica Bibiana Hurtado no tuvieron fundamento en ninguno de los eventos previstos en el artículo 77 de la ley 50 de 1990, o por lo menos, así no quedó probado en este proceso. Así las cosas, en principio, era viable hacer la declaración de unidad contractual, no obstante, no se percató la funcionaria de primer grado que la excepción de prescripción que declaró parcialmente, estaba también llamada a triunfar en este tema toda vez que, a simple vista se percibe que entre las diversas vinculaciones confesadas por la actora en el hecho 3 de la demanda, hubo, entre una y otra, salvo entre los dos primeros, interrupciones que superaron en ocasiones incluso los 40 días, periodo que bajo ninguna circunstancia puede considerarse como insignificante. Por ejemplo, con relación al contrato terminado el 25 de enero de 2004, el siguiente vínculo contractual solo inicia el primero de marzo de ese mismo año, esto es, un mes y seis días después. Sobre estos periodos de ruptura, en el interrogatorio de parte la actora no dio cuenta de su razón, confesando que en efecto la prestación de servicios fue interrumpida, hasta el punto que al finalizar cada uno de esos contratos se le hizo la liquidación definitiva de prestaciones sociales.
En tales condiciones, la unidad de la existencia del contrato de trabajo entre la demandante y el banco solo puede declararse desde el primero de marzo de 2004 pues se probó la prestación del servicio por medio de la EST pero no se preocupó el Banco Popular de dar cuenta de la ocurrencia de una de las razones previstas en el artículo 77 de la ley 50 de 1990 para haber tenido que acudir a esta modalidad de contratación.
Sobre el segundo punto recurrido por la demandada, esto es, el correspondiente a la condena por despido indirecto, vale decir lo siguiente:

En el interrogatorio de parte rendido por la señora Mónica Bibiana Hurtado, ella explicó que previamente a ser encargada del puesto de Jefe de División Administrativo y de Personal de la Oficina de Pereira, fue consultada por sus superiores sobre la posibilidad de cubrir las vacancias temporales de quien ocupaba ese empleo, manifestando su aceptación al respecto. 
Los documentos visibles a folios 59 a 91 y 95 y 96 dan cuenta inequívoca de los encargos que se le hicieron a la demandante y de las razones de la vacancia temporal que los justificaban; mientras que los que obran a folios 101 a 150 no dejan dudas de que durante todo el tiempo que se dieron los encargos, a la trabajadora se le pagó una bonificación especial por reemplazo transitorio, y los de folios 151 a 196 permiten establecer que el señor Gildardo Corredor Piza –titular del puesto desempeñado en encargo- seguía percibiendo la asignación prevista para el mismo.
En documentos que no fueron tachados por la parte actora, a folios 487 y 488  se da cuenta de la existencia de la recopilación de acuerdos, convenciones colectivas, laudos arbitrales y circulares reglamentarias del Banco Popular y dentro de la misma, según reposa en el folio 489, en el aparte 2.2.1. la disposición concerniente a la Bonificación Especial por Reemplazo Transitorio, en los siguientes términos:

“Cuando a un empleado se le encargue temporalmente el desempeño de un cargo superior, para reemplazar ausencias del titular, se le reconocerá una Bonificación Ocasional, en cuantía equivalente al 50% de la diferencia entre su asignación y el sueldo del cargo que va a ocupar temporalmente, y en forma proporcional al número de días calendario que dure el reemplazo…”
En relación a la duración de los encargos -la única convención colectiva allegada al proceso que en parte corresponde a los periodos en que se dieron los hechos que interesan a este proceso, esto es, la vigente para primero de enero de 2012 a 31 de diciembre de 2014-, prevé:
“A partir de la vigencia de la presente Convención Colectiva de trabajo el Banco procurará que cuando un empleado sea encargado de desempeñar labores de un cargo diferente al suyo, esta responsabilidad no se extienda por más de seis (6) meses, salvo que circunstancias especiales, obliguen a mayores extensiones de tal encargo. Finalizado ese plazo y si no hay extensión del encargo por las razones anteriores, la vacante del cargo del escalafón se llenará con ajuste al procedimiento para cubrimiento de vacantes previsto en el artículo 5 de esta Convención Colectiva”
No cabe duda entonces que en el Banco Popular ha existido una reglamentación, suficientemente conocida por los trabajadores, para el cubrimiento de las vacantes temporales que se produjeran en la entidad. Tampoco causa dubitación que la señora Mónica Bibiana Hurtado aceptó cubrir las vacantes temporales que se generaran como Jefe de División Administrativo y de Personal de la Oficina de Pereira y que por lo menos desde el año 2008 –que fue su primer encargo- era conocedora de la remuneración que mediante bonificación le significaba el desempeño del encargo, misma respecto de la cual no tuvo reparo; siendo preciso resaltar que esa reglamentación interna del encargo y su remuneración es la que correspondía al Banco respetar y –en los términos de la sentencia de la Corte- atrás señalada, es la que debe tenerse en cuenta como parámetro de equivalencia o comparación para procurar el respeto del principio “a trabajo igual salario igual”.
Si se revisan con detenimiento los documentos a folios 59 a 91 y 95 y 96 que contienen los encargos hechos a la trabajadora se percibe que fueron diferentes motivos los que los generaron, tales como vacaciones, permisos, licencias por incapacidad y encargos que a su vez cubría en otro puesto quien ocupaba el cargo. Todos motivos válidos y no caprichosos para tal designación, sin que desvirtúe la vacancia temporal el hecho que desde febrero 21 de 2012 hasta el 5 de abril de 2013 haya habido continuidad en el desempeño del encargo, pues en los términos de la cláusula convencional previamente citada, se trató de circunstancias especiales que facultan la extensión del encargo dado el hecho que el señor Gildardo Corredor Piza, a su vez estaba encargado del empleo de gerente de la oficina, pues a su vez, la gerente en propiedad fue designada para realizar la apertura de una oficina en el municipio de Dosquebradas tal como lo dejaron dicho los testigos William Gaviria Ocampo y Piedad Vélez Jaramillo, debiéndose resaltar de paso que él -Gildardo Corredor Piza-, en ese periodo continuó recibiendo la remuneración del cargo de Jefe de División, pues ante su solicitud de recibir la bonificación especial por reemplazo transitorio fue informado que tal beneficio no está previsto para los cargos de gerente de oficina (fls. 99 y 100).
No queda duda entonces que el cargo de Jefe de División Administrativo, en ningún momento tuvo vacancia definitiva, pues su titular seguía laborando en el Banco y percibiendo el salario asignado para ese empleo, en razón de lo cual, los encargos que se le hicieron a la demandante y la extensión de los mismos resultan totalmente legales. Por consiguiente lo que queda por verificar es si la trabajadora tenía derecho a percibir el otro 50% de la diferencia entre ambos cargos.
Al respecto, previamente, para total claridad, preciso resulta hacer notar que la juez de primer grado también se equivocó en el análisis de la situación de hecho que se presentó con la terminación del contrato de trabajo, por cuanto para estudiar si había o no ocurrido el despido indirecto, previamente consideró que el Banco Popular S.A. no aceptó la carta de terminación del contrato de la demandante y procedió a dar él por terminado el contrato de trabajo, lo cual no guarda concordancia con lo que realmente se expresa en la comunicación de fl 40 que no es otra cosa que el BANCO POPULAR S.A. aceptó la terminación del contrato de trabajo al percibir que la trabajadora no estaba asistiendo a su puesto de trabajo, pero señaló expresamente que no aceptaba los motivos que ella aducía para justificar su decisión y en razón de ello procedió a efectuar la liquidación definitiva de prestaciones sociales.

Ahora bien, sobre el tema de la remuneración en caso de encargos, como quedó dicho previamente existía reglamentación interna en el Banco mediante la cual se obligaba a pagarlos otorgando una bonificación que correspondía al 50% de la diferencia entre el salario propio y el asignado al empleo a desempeñar en encargo, misma que, en términos de la sentencia de la Corte precitada era el parámetro que debía tenerse en cuenta para verificar el respeto del principio de igualdad en esta clase de eventos. Siendo preciso resaltar que la actora, no solo la conocía sino que de manera voluntaria la aceptó y validó durante toda la vigencia del contrato, según se infiere de los desprendibles de pago obrantes a folios 101 a 150 y de la inexistencia de reclamación alguna que hubiese hecho en este sentido al empleador con anterioridad a la carta de terminación.
Pero adicionalmente téngase en cuenta que como quiera que al contestar el hecho 12 de la demanda el Banco sostuvo que a la actora se la postuló el 9 de enero de 2013 para desempeñar el cargo de Gerente de la oficina de Dosquebradas y que ella no aceptó, al preguntársele por los motivos que tuvo para esa negativa, en el interrogatorio de parte ella confesó que no lo había aceptado  porque también se trataba de un encargo y al averiguar por el salario le habían informado que seguiría percibiendo el de asesora comercial sin recibir la bonificación del 50% entre la diferencia de las asignaciones de ambos cargos, como sucedía cuando la encargaban como Jefe de División, razón por la que prefirió declinar el ofrecimiento. Circunstancia que impone a la Sala dos razones de peso para negar la nivelación salarial: i) Era totalmente potestativo de la trabajadora aceptar o no los encargos que le eran ofrecidos y ii) Para la aceptación o no del desempeño de los encargos, el parámetro que ella tenía en cuenta, era la existencia u ofrecimiento de la bonificación del 50% de la diferencia entre el salario de su puesto y el del cargo a ocupar.
Quedando claro entonces que el Banco Popular cumplió correctamente con el pago del salario de la trabajadora y que no se encontraba en la obligación de pagar mayor valor al reconocido por el ejercicio del cargo de Jefe de División Administrativo y de personal de la oficina de Pereira, obviamente tampoco le asiste el derecho a la indemnización por despido indirecto, no solo por lo hasta aquí dicho, sino también porque no tuvo en cuenta la a-quo para fulminar tal condena que, aun en el evento que hubiera existido el derecho al pago de la diferencia salarial, ello por si solo no hubiera justificado la terminación del contrato de trabajo por causa imputable al empleador, pues las partes estuvieron de acuerdo en la asignación salarial en vigencia del contrato, sin que la misma pudiera tildarse de una imposición del empleador, quien sólo vino a enterarse de la inconformidad de la trabajadora con relación al tema al recibir su carta de terminación. 
No existiendo el derecho al pago de la diferencia salarial reclamada y por ende tampoco el derecho a la indemnización por terminación injusta por sustracción de materia no hay lugar a estudiar las inconformidades de la actora, pues ellas parten del previo reconocimiento del mayor valor dejado de pagar, sin que tampoco tenga ninguna incidencia monetaria el reconocimiento que aquí se hace de la existencia del contrato de trabajo desde el 1 de marzo de 2004, toda vez que ello solo podría incidir sobre el monto de la indemnización por despido injusto que aquí también se ha negado. 
En el anterior orden de ideas, se declararán probadas las excepciones de inexistencia de las obligaciones demandadas y cobro de lo no debido y por tanto, de la sentencia de primer grado se modificarán los ordinales primero, octavo y décimo primero, se confirmarán el décimo, décimo segundo y décimo tercero y se revocarán los demás.
Costas en esta instancia a cargo de la demandante al haber fracasado en su recurso.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales PRIMERO y OCTAVO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, los cuales quedarán así:

“PRIMERO. DECLARAR que entre la señora MÓNICA BIBIANA HURTADO MEJÍA en su condición de trabajadora y el BANCO POPULAR S.A. en su condición de empleador se generó una relación laboral regida por cuatro contrato de trabajo asi: i) entre el 9 de junio  de 1999 y el 11 de diciembre de 2001 de 2014; ii) 14 de enero de 2002 a 13 de enero de 2003; iii) 24 de febrero de 2003 a 25 de enero de 2004 y iv) 1º de marzo de 2004 a 30 de enero de 2014.
OCTAVO. DECLARAR probada parcialmente la excepción de PRESCRIPCIÓN que fue planteada oportunamente por el BANCO POPULAR S.A. frente a los derechos derivados de las vinculaciones laborales de MÓNICA BIBIANA HURTADO MEJÍA realizadas por intermedio de ACCIÓN S.A. anteriores a 1 de marzo de 2004, y totalmente probadas las de INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS y COBRO DE LO NO DEBIDO.

DÉCIMO PRIMERO.  CONDENAR en costas procesales a la parte demandada a favor de la parte demandante en cuantía equivalente al 5% de las causadas. 

SEGUNDO. CONFIRMAR los ordinales décimo, décimo segundo y décimo tercero de la sentencia de primera instancia.

TERCERO. REVOCAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
Costas en esta instancia a cargo de la señora MÓNICA BIBIANA HURTADO MEJÍA.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA                                         

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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